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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiocho de mayo de dos mil nueve   

Acta número 0037 del 28 de mayo de 2009
Siendo las cinco y cuarenta y cinco minutos de la tarde de esta fecha, se declara abierta la vista pública dentro de la que ha de resolverse la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito Belén de Umbría Risaralda, el 20 de noviembre del año 2008, dentro del proceso que Héctor Alonso Rodríguez Parra le promueve a Hernando de Jesús Estrada Bermúdez. 

El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada, reseña estos

ANTECEDENTES   

Manifiesta el demandante, asistido de mandatario judicial, que trabajó en labores agrícolas desde el 27 de marzo al 28 de junio de 2004, y desde el 28 de junio de 2005 al 3 de febrero de 2008, prestando sus servicios de manera personal en fincas de propiedad del señor Hernando de Jesús Estrada Bermúdez; que el lapso comprendido entre el 28 de junio de 2004 y el 28 de junio de 2005 el contrato de trabajo fue interrumpido por que el actor prestó su servicio militar; que el salario durante los últimos tres meses fue de diez y ocho mil pesos ($18.000) diarios, con una jornada laboral de 6:15 a.m. a 5:00 p.m. incluyendo sábados y festivos; fue despedido el 3 de febrero de 2008 porque no había más trabajo; no recibió los recargos correspondientes por laborar en días festivos durante los tres años anteriores, tampoco disfrutó de vacaciones, del pago de dominicales, así como del pago de horas extras a razón de 2 ½ diarias de lunes a viernes; no le fue suministrado vestido y calzado de labor, no se le pagó auxilio de transporte y no fue afiliado a pensiones, salud, ni riesgos profesionales; la respectiva reclamación fue agotada ante la Inspección del Trabajo de La Virginia. 
Conforme a esos hechos, solicita que se declare la existencia de un contrato de trabajo, el cual termino sin justa causa por manifestación del empleador; en consecuencia, se condene al demandado al pago de cesantías, sus intereses, primas, vacaciones, reajuste por trabajo en dominicales y festivos, calzado y vestido de labor, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria, horas extra, auxilio de transporte, cotizaciones y lo que resulte probado conforme a las facultades extra y ultra petita; por último solicita condena en costas procesales a cargo del demandado.
La demanda fue admitida el 20 de mayo de 2008 una vez corregida, ordenando correrla en traslado al accionado, fl. 16, quien por conducto de apoderado judicial contestó el libelo, fls. 22-25, negando la mayoría de los hechos, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Falta absoluta de causa para demandar.

Ante la inexistencia de ánimo conciliatorio, se declaro fracasada dicha etapa, fl. 31. No se observaron causales de nulidad del proceso, no se adoptaron medidas de saneamiento y se decretaron las pruebas pedidas por las partes.

Clausurado el período probatorio se convocó para audiencia de juzgamiento que hubo de celebrarse el pasado 20 de noviembre, en la que se declaró la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, el cual se extendió entre el 28 de junio de 2004 y el 3 de febrero de 2008, en el cual se presentó una interrupción legal, entre el 29 de junio de 2004 y el 27 de junio de 2005; se condenó al demandado a pagar al actor la suma de $5.221.850 por concepto de cesantías, intereses a las mismas, primas de servicios, vacaciones, reajuste por labores en días festivos, indemnización por terminación unilateral sin justa causa y horas extras diurnas, amén de la indemnización moratoria por $15.383 diarios desde el 4 de febrero de 2008 y hasta el día del pago; de igual manera se condenó al accionado a realizar aportes para pensión a nombre del actor en el fondo que éste escoja, por los periodos comprendidos entre el 27 de marzo al 28 de junio de 2004 y del 28 de junio de 2005 al 3 de febrero de 2008. Cargó las costas al demandado en un ochenta por ciento (80%). 
Ante la sentencia se levantaron en apelación ambas partes. El demandado, fl. 73, manifiesta que en parte alguna del infolio aparecen demostrados los extremos de la supuesta relación laboral, toda vez que de los manifestado por los testigos y lo expresado en la demanda, se extracta una amalgama de fechas, sin que quede clara la fecha de iniciación de labores, así como la permanencia o no de ellas; insiste en sus argumentos de primera instancia, referentes a que el demandante era un trabajador esporádico, dedicado a recolectar café, trabajo que le era pagado por kilo recogido de dicho producto. 
Por su parte, el demandante, fl. 75, solicita modificar la decisión de primera instancia, para ello afirma en cuanto a los extremos temporales de la relación laboral, que la misma inició el 27 de marzo de 2000, lo cual se demostró en el transcurso del proceso, pero que por un “pequeño error”, en la presentación de la demanda no se adujo dicha calenda como la inicial del nexo contractual; también se muestra descontento con que se haya fijado la remuneración mensual en el salario mínimo, toda vez que devengaba $108.000 semanales a razón de $18.000 diarios, de lunes a sábado quedando pendiente por remunerársele el día domingo, como consecuencia de lo anterior, depreca sean reliquidadas todas las prestaciones y los aportes a la seguridad social; insiste en que se debe reconocer el auxilio de transporte, toda vez que se debía desplazar a su sitio de trabajo diariamente; respecto a las horas extra, afirma que de acuerdo a los testimonios aportados al proceso, el actor laboraba diariamente 10 horas y 45 minutos, de donde se desprende que trabajaba 2 horas extra diarias diurnas. Frente a la remuneración de los dominicales, aclara que lo pretendido es el pago del descanso remunerado, pues como todos los declarantes narraron el salario pagado semanalmente, sólo incluía 6 días –lunes a sábado-, quedando insoluto el día domingo.

Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes se procede a resolver con apoyo en estas.
CONSIDERACIONES

Ha de referirse el estudio que la Sala realizará del expediente, a determinar si lo que existió entre las partes efectivamente fue un contrato de estirpe laboral; dilucidado aquello, se deberá establecer los extremos dentro de los cuales se desarrolló tal vínculo.
Existencia del contrato de trabajo.

Entrando en materia, indica el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo:

“Artículo 23. Subrogado. L. 50/90, art. 1º. Elementos esenciales. 1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos esenciales:

a) La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo;

b) La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos *(mínimos)* del trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país, y

c) Un salario como retribución del servicio.

2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo se entiende que existe contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o modalidades que se le agreguen.”
Conforme a las deponencias vertidas al infolio, fls. 40, 43, 45, 51, 55 y 59, el demandante prestó sus servicios personales al accionado en las fincas de su propiedad, lo cual lo hace acreedor a la presunción legal contenida en el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, norma que establece:

“Artículo 24. Subrogado. L. 50/90, art. 2º. Presunción. Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo.”

En virtud de esta presunción, la carga probatoria de quien reclama la existencia de un nexo laboral será la de demostrar un trabajo personal a favor del pretendido empleador, siendo obligación de éste, a fin de exonerarse de tal declaración, demostrar la falta de subordinación o dependencia en el ejercicio de dichos servicios personales.

Las pruebas aportadas al infolio fueron casi exclusivamente de carácter testimonial, por lo que habrá de analizarse dichas deponencias a fin de establecer la realidad de la relación habida entre las partes.

Son contestes los testigos aportados por el demandante, Luis Arbey Muñoz Montoya, fl. 40, Orlean Agudelo, fl. 43 y Luis Gilberto Zúñiga, fl .45, al afirmar que éste trabajaba de manera estable, con una remuneración fija semanal entre $102.000 y $108.000, que quienes recolectaban café por kilos eran los “forasteros” que llegaban en tiempo de cosecha, que el horario se extendía entre las 6:15, 6:30 a.m. y las 5:00, 5:10 p.m., con breves intervalos para desayunar y almorzar, que cogía café, pero también realizaba otros oficios propios del fundo rural, que las órdenes eran impartidas por el señor Estrada Bermúdez, que no se les pagaron prestaciones sociales y que no estaban afiliados a la seguridad social; estos testimonios son coherentes, claros y precisos, provienen de personas que tuvieron un conocimiento directo de la relación laboral que existió entre las partes, y así fueron valorados en primera instancia por el juez, el cual en virtud del principio de inmediación, debió participar activamente en las respectivas audiencias, formándose el criterio que ahora se revisa.
También aportó testigos el demandado, Francisco Luis Rivera Gutiérrez, fl. 51, Héctor Fabio Mosquera Aristizabal, fl. 55, y Didier Cano Galeano, fl. 59, quienes laboran para el demandado; el primero de ello apenas inició labores aproximadamente en octubre de 2007, por lo tanto su conocimiento respecto a la relación deprecada es sumamente tangencial; el segundo, Héctor Fabio Mosquera Aristizabal, empezó a trabajar en el año 2002, retirándose en el año 2003 y regresando a finales de dicho año para trabajar, pero por temporadas, por lo tanto su conocimiento de los hechos es parcial, igual acontece con el último de los deponentes, Didier Cano Galeano, quien solo en octubre de 2005 empezó a trabajar para el demandado, y quien afirma no saber si el actor laboró para el señor Estrada Bermúdez con anterioridad a dicha calenda.
Al momento de valorar los testimonios el juez debe hacerlo en conjunto con las demás pruebas, aplicando las reglas de la sana crítica, verificando si ellos son responsivos, exactos y completos y analizando la credibilidad que ofrecen y la concordancia con otras pruebas del proceso, tal y como lo regula el Código de Procedimiento Civil en sus artículo 187 y 228. 

En ese orden de ideas tenemos que un testimonio se aprecia responsivo cuando cada respuesta es espontánea y expone la razón de la ciencia de lo dicho; exacto, cuando las respuestas son cabales y no dan lugar a incertidumbre; completo, cuando no se omiten circunstancias importantes para la apreciación de la prueba, como son las atinentes al tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos  y la forma como llegaron al conocimiento de quien depone; creíble, cuando la versión es constante y coherente, esto es, guarda congruencia con los hechos principales y sigue el curso verosímil de los acontecimientos; y concordante, cuando el testigo demuestra sólida coherencia consigo mismo y su declaración armoniza con los resultados que arrojan los otros medios de prueba, exigencias que cumplen a cabalidad los testimonios aportados por el demandante.

Dilucidada la real existencia de un contrato de trabajo entre las partes, corresponde ahora verificar los extremos temporales del mismo.

Extremos del contrato de trabajo.

En primer lugar se queja el vocero judicial del actor respecto al extremo inicial de la relación, afirmando que es el 27 de marzo de 2000, el cual por un “pequeño error” suyo, no fue plasmado así en la demanda. Sostiene que los extremos se pueden verificar en el poder, fl. 1, y en el acta de no conciliación ante la Inspección del Trabajo de La Virginia, fl. 3.

Pues bien, el error no es tan pequeño como lo quiere hacer ver el impugnante, es de trascendental importancia cuando se pide la declaración de existencia de un contrato de trabajo fijar exactamente sus extremos y ello, obviamente, se debe hacer en el cuerpo de la demanda, pues es con base en los hechos y pretensiones plasmadas en la misma, que la contraparte ejerce su derecho de defensa y el juez toma su decisión. El togado tuvo oportunidad de enderezar su entuerto por medio de la reforma de la demanda, sin embargo dejó pasar dicha oportunidad procesal, no siendo este el momento, ni cuando se recepcionó el último testimonio, fl. 64, para venir a querer cambiar las reglas de juego, aceptar eso sería una flagrante violación al derecho de defensa y al debido proceso del demandado, quien se opuso a las pretensiones incoadas en su contra teniendo en cuenta lo plasmado inicialmente en el libelo introductorio. Pudo el juez de primera instancia, en uso de sus facultades extra y ultra petita haber fallado de la manera que ahora pretende el accionante, sin embargo recuérdese que dichos poderes son discrecionales del funcionario de primer grado, sin que pueda el juzgador de segunda instancia recurrir a ellos para variar una providencia validamente proferida. 
Respecto a los extremos de la relación laboral también se refirió el demandado, manifestando que “el demandante no ha podido demostrar en forma fehaciente el tiempo durante el cual trabajó, si se compara lo afirmado en la demanda sobre el tiempo de trabajo con lo manifestado por todos los declarantes se obtendrá una amalgama de fechas sobre el tiempo que trabajó el actor con el señor ESTRADA BERMÚDEZ esto es, no queda nada claro en que fecha empezó tampoco si trabajo en forma permanente …”.
Por su parte el a quo al fijar los mojones del nexo contractual manifestó:

“El actor ha manifestado que su relación laboral subsistió entre el 27 de marzo al 28 de junio de 2004 y desde el 28 de junio de 2005 al 3 de febrero de 2008, por haberse presentado la interrupción para la prestación del servicio militar; aspecto que fue negado por la parte demandada, con el objetivo de desdibujar la condición del vínculo. Pero, el despacho encuentra que ninguna prueba se esgrimió para derrumbar la afirmación de la demanda en ese sentido y, dentro del interrogatorio de parte el demandado referenció una prueba documental (cuaderno de apuntes) para que de allí se extrajera el tiempo del servicio del demandante, sin que en el mismo existan fechas y/o condiciones que lleven al juzgador a ubicar las labores del demandante en el tiempo. Por tanto, como es una afirmación indefinida del demandante y, la misma no fue desvirtuada en debida forma, nos atendremos a ella.”

Establece el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil:
““Artículo 177. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.

Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba” (Subrayado nuestro)
Ahora bien, ¿Qué se entiende por afirmaciones indefinidas?

Al respecto afirma el doctor Hernán Fabio López Blanco:

“Constituyen la segunda circunstancia donde no se exige de prueba alguna para que el hecho que va envuelto en la negación o afirmación indefinida deba ser probado y radicar la carga de demostrar lo contrario en la otra parte o, incluso, en el juez dentro de su poder oficioso de decretar pruebas. Justifica la existencia de esta excepción la dificultad probatoria, en veces rayana con la imposibilidad práctica, de acreditar hechos que se caracterizan por su indefinición … “ (
) (Subrayado nuestro)
Por su parte, el doctor Hernando Devis Echandía sostiene:

“La imposibilidad de suministrar la prueba debe ser apreciada en cada caso con un criterio riguroso y práctico, teniendo el cuidado de no confundirla con la simple dificultad, por grande que sea. En caso de duda, el juez debe decretar pruebas de oficio. Puede decirse que por este aspecto las negaciones y afirmaciones indefinidas están comprendidas entre la segunda clase de hechos imposibles, excluidos del tema de prueba, que mencionamos en el parágrafo anterior, esto es, cuando a pesar de que puedan existir o ser ciertos no es posible demostrarlos (la primera clase comprende los hechos imposibles en si mismos o por naturaleza).” (
) (Subrayado nuestro)
La jurisprudencia nacional también se ha referido al tema, la Corte Constitucional ha manifestado:

 “Las reglas generales de la carga de la prueba admiten excepciones si se trata de hechos indefinidos o si el hecho objeto de prueba está respaldado por presunciones legales o de derecho.

“En el primer evento, se trata de aquellos hechos que por su carácter fáctico ilimitado hacen imposible su prueba para la parte que los aduce. Las negaciones o afirmaciones indefinidas no envuelven proposiciones que puedan ser determinadas por circunstancias de tiempo, modo o lugar. La imposibilidad lógica de probar un evento o suceso indefinido - bien sea positivo o negativo - radica en que no habría límites a la materia o tema a demostrar. Ello no sucede cuando se trata de negaciones que implican una o varias afirmaciones contrarias, de cuya probanza no está eximida la parte que las aduce. A este respecto establece el inciso 2 del artículo 177 del C.P.C.: "Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba".  

“Las excepciones al principio general de "quien alega, prueba", obedecen corrientemente a circunstancias prácticas que hacen más fácil para una de las partes demostrar la verdad o falsedad de ciertos hechos. En estos casos, el traslado o la inversión de la carga de prueba hace que el adversario de la parte favorecida con la presunción o que funda su pretensión en hechos indefinidos es quien debe desvirtuarlos. En uno y otro evento el reparto de las cargas probatorias obedece a factores razonables, bien por tratarse de una necesidad lógica o por expresa voluntad del legislador, para agilizar o hacer más efectivo el trámite de los procesos o la protección de los derechos subjetivos de la persona”. (
) (Subrayado nuestro)
Conforme a lo anterior, tenemos que una afirmación es indefinida, y por ende exenta de prueba al tenor del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, cuando su demostración resulta imposible o cuando resulta mas sencillo para la contraparte suministrar la prueba contraria, amén que “no envuelven proposiciones que puedan ser determinadas por circunstancias de tiempo, modo o lugar”, no siendo este el caso, pues el hecho que da por probado el a quo, esto es, la delimitación cronológica del contrato de trabajo, es un asunto que no resulta imposible de probar, tampoco es un suceso o un evento indefinido, por lo que debe indefectiblemente probarse, tanto así que el actor presentó una serie de testigos con ese fin, aunque no logró su cometido, como a continuación se analizará.

Héctor Alonso Rodríguez Parra, al absolver interrogatorio de parte, fl. 35, afirmó que laboró al servicio del demandado desde el año 2000 hasta el 3 de febrero de 2008, con una interrupción por haber prestado su servicio militar, sin embargo no suministra la fecha concreta en que lo hizo.

De otro lado, Hernando de Jesús Estrada Bermúdez, en el interrogatorio de parte del que fue sujeto, fl. 48, sostuvo que el demandante trabajó para él desde septiembre de 2004, interrumpiendo sus labores para prestar servicio militar.
Luis arbey Muñoz Montoya, fl. 40, trabajó para el demandado entre 1999 y 2002, regresando en el año 2004 y retirándose aproximadamente en noviembre de 2007, manifestó que el demandante empezó a laborar en el año 2000, sin dar una fecha exacta, que éste se fue a prestar servicio militar en el año 2004 y regresó en el 2005, sin embargo no sabe cuando se retiró.

Por su parte, Orlean Agudelo, fl. 43, inició labores finalizando el año 2002 y se retiró a mediados de 2004, no obstante sostuvo que el accionante empezó a trabajar en el año 2000 y que se fue a prestar servicio militar en el año 2004.

Luis Gilberto Zúñiga, fl. 45, afirmó que trabajó para el accionado 2 años y medio, retirándose en noviembre de 2005, por lo tanto lo hizo entre esta fecha y mayo de 2003. Manifestó que Rodríguez Parra ya estaba trabajando cuan el llegó y que éste se fue a prestar el servicio militar en 2004, retornando en el año 2005 

Héctor Fabio Mosquera Gutiérrez, fl. 55, declaró que el actor laboró hasta el año 2007, que trabajaba por temporadas y que no lo vio cuando llegó en el 2002.

Didier Cano Galeano, a folio 59 sostuvo que trabaja con el demandado desde el año 2005, cuando el actor estaba recién llegado y que éste estuvo cogiendo café en enero de 2007.

De un somero análisis de las deponencias aportadas al proceso, se decanta sin mayor esfuerzo, que el demandante falló en tal vez la principal de sus obligaciones probatorias en el presente asunto, fijar los extremos dentro de los cuales prestó sus servicios a Estrada Bermúdez, lo cual resulta fundamental para la prosperidad de las pretensiones incoadas en contra de éste.

Resulta innegable la existencia de la relación laboral entre las partes aquí enfrentadas, de un lado el demandante como trabajador, y del otro el demandado como empleador, sin embargo, al no contarse con prueba fehaciente respecto de los limites temporales dentro de los cuales se desarrollo el contrato de trabajo, imposible resulta realizar las operaciones necesarias a fin de efectuar las liquidaciones respectivas y proferir las consecuentes condenas.

Erró pues el a quo al querer establecer los extremos del nexo contractual recurriendo a la figura de la afirmación indefinida, la cual, como ya se vio, no se encuentra configurada en el presente caso. Refrendar la decisión de primera instancia, sería tanto como decir que de ahora en adelante, quien pretenda probar los extremos de un vínculo laboral, simplemente debe afirmar los que en su sentir son, para quedar relevado de la carga probatoria y trasladarla a su contraparte. 
Visto lo anterior, se revocará la decisión de primera instancia en su totalidad, absolviendo al demandado de las pretensiones incoadas en su contra y condenando al accionante al pago de las costas de primera instancia.

En esta Sede no se causaron costas.

Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA en su totalidad la sentencia que por apelación ha conocido. En su lugar ABSUELVE al señor Hernando de Jesús Estrada Bermúdez de las pretensiones incoadas en su contra por el señor Héctor Alonso Rodríguez Parra, por las razones expuestas en la parte considerativa. Costas de primera instancia a cargo del actor en un cien por ciento (100%).  
Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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